Presupuesto del quantum indemnizatorio del daño moral en Chile by Donoso Galindo, Camila
  
Universidad Andrés Bello 
Facultad de Derecho 
 
Camila Donoso Galindo 
 
Presupuestos del quantum indemnizatorio 
del daño moral en Chile 
 
Tesina para optar al grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas dirigida por el profesor 
don: 
Francisco Talep Pardo. 
 









Capítulo I. El daño en general, clasificación e indemnización ............................. 1 
1. Tipos de daño ................................................................................................................... 2 
1.2. Concepto de daño moral en el derecho Chileno y Comparado ......................... 2 
1.3. Evolución histórica de la reparación del daño moral ........................................... 6 
1.4. Reparación del daño moral ...................................................................................... 6 
1.5. Principios y teorías que rigen la determinación del daño ................................ 9 
1.5.1. Indemnización debe ser completa ....................................................................... 9 
1.5.2. Teoría de la Equivalencia de las Condiciones .................................................... 10 
1.5.3. Teoría de la Causa Eficiente, Adecuada o Determinante ................................. 11 
1.5.4. Causa Sobreviniente ............................................................................................... 12 
1.5.5 Determinación del vínculo de causalidad ............................................................ 13 
1.6. Responsabilidad provocada por el hecho ajeno ......................................................... 13 
1.7. Responsabilidad Médica ................................................................................................. 16 
2. Juicio Indemnizatorio y reparación del daño ......................................................... 19 
2.1. Es renunciable ............................................................................................................ 19 
2.2. Transferible................................................................................................................. 20 
2.3. Cedible ........................................................................................................................ 20 
2.4. Prescriptible ................................................................................................................ 20 
3. Relación de la Sentencia Criminal en materia civil............................................... 23 
Capítulo II Análisis sobre la relación existente de las responsabilidades 
contractuales y extracontractuales ................................................................................. 24 
1. Orígenes de la distinción .............................................................................................. 24 
2. Diferencias entre ambas responsabilidades ............................................................ 24 
2.1 En cuanto a su generación ........................................................................................ 24 
2 
 
2.2. Capacidad .................................................................................................................... 25 
2.3. Dolo o Culpa .............................................................................................................. 25 
2.4. Perjuicios Indemnizables .......................................................................................... 25 
2.5. Mora ............................................................................................................................ 26 
2.6. Pluralidad de deudores .............................................................................................. 26 
2.7. Prescripción ................................................................................................................ 26 
3. Determinación de cuando se aplica una y otra responsabilidad ......................  27 
3.1. Regla General ............................................................................................................. 27 
3.2. Responsabilidad Precontractual .............................................................................. 28 
3.3. Obligación de seguridad ........................................................................................... 29 
3.4. Responsabilidad Profesional .................................................................................... 30 
4. Cúmulo u opción de responsabilidades ................................................................... 31 
5. Teoría de la Unidad de Responsabilidad Civil ....................................................... 32 
5.1. Responsabilidad civil como fuente de las obligaciones........................................ 33 
5.2. Identidad de elementos fundamentales .................................................................. 34 
5.3. Accesoriedad de las restantes diferencias ............................................................... 35 
6. Teoría de la Unidad en la legislación Chilena ........................................................ 35 
7. Breve análisis jurisprudencial y doctrinario acerca del daño moral en Chile y 
derecho comparado ............................................................................................................  36 
Conclusión............................................................................................................................... 37 




CAPITULO I: El daño en general, clasificación e indemnización 
 
Para el derecho romano clásico el concepto de daño propiamente tal no se conoce, sino 
que más bien se contemplaban como situaciones de hecho que se diferencian por el 
grado de perjuicio, por lo que el daño se determinaba por medio de la culpa, es decir; 
quien era demandado debía pagar el valor de la cosa revalorizado en una o dos veces su 
precio. 
 
Hacia el periodo justinianeo del derecho, más aún en el periodo romano se establece un 
concepto de daño más general, en el cual la práctica jurisprudencial tiene mayor 
relevancia que la doctrina debido a que la sanción se aparta de la reparación 
indemnizatoria. 
 
Actualmente, la doctrina jurídica establece un concepto de daño que es plasmado en los 
artículos 2314 y 2329 del Código Civil. La doctrina nacional concuerda en que el 
concepto de daño se basa en la lesión a un interés  del demandante, el cual existe cuando 
sufre “una pérdida, disminución, detrimento o menoscabo en su persona o bienes o en 
las ventajas o beneficios patrimoniales o extrapatrimoniales de que gozaba”1. 
 
En cuanto a la jurisprudencia en este sentido ha convenido que “daño es todo 
menoscabo que experimente un individuo en su persona y bienes, la pérdida de un 
beneficio de índole material o moral, de orden patrimonial o extrapatrimonial”2. 
 
Para este concepto jurídico de daño, existen dos elementos que deben estar presentes 
para determinarlo, los cuales son que debe existir interés legítimo, es decir, que dicha 
exigencia permite definir el contorno de aquellos intereses protegidos. Dicho interés es 
un criterio que introdujo la jurisprudencia francesa (principalmente con el objetivo de 
negar la indemnización de daños patrimoniales que provocaba la muerte o incapacidad 
del conviviente, criterio el cual finalmente ha sido abandonado). 
                                                 
1 BARROS BOURIE, Enrique. “Tratado de Responsabilidad Extracontractual”. Editorial Jurídica de 
Chile, Santiago 2001. Pag. 220. 




 Y un segundo elemento, que el daño debe ser significativo,  según se establece no toda 
molestia provocada por otros será calificada como daño, éste pasará a ser significativo 
principalmente cuando se trata de daño moral. Así lo establece la jurisprudencia 
alemana3. 
 
1.1 Tipos de daño  
 
En cuanto a los tipos de daños, se puede establecer que en la jurisprudencia nacional se 
han distinguido dos; el daño material o patrimonial y el daño moral o extrapatrimonial. 
Con respecto al daño patrimonial, que no será tratado a fondo, se establece que “El daño 
material lesiona a la víctima pecuniariamente, sea disminuyendo su patrimonio o menoscabando sus 
medios de acción; la víctima después del daño, es menos rica que antes”4 5. 
 
Sin embargo, cuando se habla del concepto de daño extrapatrimonial, no existe precisión  
para su comprensión por lo que en doctrina se concibe como “dolor, pesar o molestia que 
sufre una persona en su sensibilidad física o en sus sentimientos, creencias o afectos”6. Una de las 
principales críticas que se puede realizar a la anterior definición es que se circunscribe 
exclusivamente el daño moral al dolor, lo que se denomina en doctrina como “pretium 
doloris”, dejando a un lado aquellas conductas que pudieren afectar la honra o alteraciones 
en la vida de un individuo. 
 
Por lo tanto los intereses que pueden verse afectados a consecuencia del daño moral son 
los atributos de la personalidad que consisten principalmente en el nombre, domicilio, 
estado civil, honra, entre otros. Junto a aquellos intereses que se relacionan con la 
integridad física y psíquica y finalmente los que forman parte de la calidad de vida en 
general. 
                                                 
3 Quienes hablan de “Kleinigkeit schäden” (daños de bagatela), relacionándolos al daño moral como 
aquellas turbaciones pequeñas y temporales que sufre el demandante.  
4 Por esta razón se podría establecer que se calcula el daño material a través del “Principio de la 
diferencia”. 
5 ALESSANDRI RODRIGUEZ,  Arturo. De la Responsabilidad Extracontractual en el Derecho Civil. 
Imprenta Universal, Santiago 1981. Pag. 220. 
6 ALESSANDRO RODRIGUEZ, Arturo. De la Responsabilidad Extracontractual en el Derecho Civil. 




1.2 Concepto daño moral en el derecho chileno y derecho comparado 
 
Desde la perspectiva del daño moral, para el derecho chileno, se ha establecido un gran 
número de incertidumbres debido a que dicho concepto dificulta el poder delimitar los 
intereses que están siendo protegidos, por lo que en diferentes prácticas jurídicas se le ha 
otorgado variadas denominaciones o alcances de dicho daño. Para el derecho anglosajón 
se le llaman daños no pecuniarios y entre los elementos que son tomados en cuenta para la 
determinación de la indemnización del daño moral se encuentran la gravedad, el nivel de 
percepción de la víctima del dolor7, edad, estado civil, reducción de la esperanza de vida 
e incluso el género.  
 
Sin embargo, el hecho de que el concepto jurídico de daño moral se encuentre 
indeterminado parece convertirse en un problema grave para la doctrina y jurisprudencia 
comparada debido a que aquello que en la actualidad se puede considerar como daño 
moral podría dejar de ser tal gracias a la sociedad. 
 
En cuanto al nivel de percepción del dolor por parte de la víctima existe discusión acerca 
de cómo lo afecta el dolor y sufrimiento (sin que ambos conceptos signifiquen lo 
mismo), debido básicamente a que no todas las personas poseen la misma capacidad de 
sufrir los mismos dolores.  
 
Dicho nivel de percepción de la víctima en el dolor se ve justamente reflejado en la 
sentencia inglesa dictada el 16 de diciembre de 1993 caratulada “Fallon v. Beaumont” en 
que un hombre sufre quemaduras en el 65% de su cuerpo y muere 30 días después del 
accidente, de los cuales la mitad permaneció consciente y la otra mitad sedado. Ésta 
sentencia es comparada con otra resolución de 24 de enero de 1990 caratulada “Doleman 
v. Deakin” en la cual la víctima al igual que el caso anterior, permanece inconsciente por 
un accidente similar, sin embargo es indemnizada con un monto mucho menor al otro 
caso debido a su convalecencia inconsciente8. 
                                                 
7 Criterio determinante en casos de estado vegetal o en las lesiones del cerebro. 




Mientras que en la jurisprudencia alemana el daño moral se denomina actualmente como  
“Der nicht Vermögesschaden” que significa virtud de no dañar, reparándose todo perjuicio 
no material y por lo tanto se aleja del concepto antes recogido por el derecho alemán 
como “Schmerzengeld” (dinero del dolor). 
 
Actualmente se ha ido aceptando en doctrina la expresión “daño extrapatrimonial” o 
“perjuicio no patrimonial” para lograr desligarlo de la expresión “moral”. Y es ésta 
dificultad para determinar la definición de daño moral, la que permite establecer la 
diferenciación con el concepto de perjuicios patrimoniales, aun cuando generalmente 
pertenecen al mismo hecho generador seguirán siendo autónomos entre sí y el juez no 
podrá ponderar la indemnización por daño moral en función de la indemnización del 
daño patrimonial. 
 
Así lo recoge la jurisprudencia española para aquellos casos de indemnización del daño 
moral en la ley de propiedad intelectual, por lesión de derechos de autor, en el cual señala 
que en la eventualidad de existir daño moral se procederá a indemnizar aun cuando no se 
encuentre probada la existencia de un perjuicio económico, por lo que para su valoración 
se tomará en cuenta las circunstancias de dicha infracción, la gravedad de la lesión y el 
grado que alcanza la difusión de la obra9. 
 
Sin embargo en la doctrina especializada de España se señala que en la lesión de dichos 
valores inmateriales, tales como el prestigio de la marca, no se provocarían 
necesariamente daños morales. Así se estima que es preciso distinguir la naturaleza del 
daño y aquellas dificultades probatorias y el problema que conlleva su cuantificación10 . 
 
En cuanto al precio del dolor o “pretium doloris” corresponde mencionar que la doctrina 
es crítica al señalar que en la práctica el daño moral es producido por una lesión o 
atentado a ciertos derechos, bienes o intereses que se pretenden tutelar y asegurar a las 
personas.  
                                                                                                                                           
pretium doloris”. Revista Chilena de Derecho 2008. Pag. 13.   
9 Artículo 140° II Ley de Propiedad Intelectual. 




Y si nos encontramos ante la presencia de meros sufrimientos físicos o psíquicos no 
existirá un deber de reparación mientras no se logre demostrar y probar en juicio. 
 
Tal como se expuso, la doctrina y jurisprudencia comparada han señalado que se debe 
diferenciar el concepto de “pretium doloris” con el de daño moral, debido a que el 
precio del dolor no sería más que una especie del daño moral. Sin embargo, dicha 
diferenciación en Chile no tiene mayor cabida en la actualidad, como queda demostrado 
en la sentencia caratulada “Anfossi con Servicios Generales del Sur” de 2003, en que se 
recoge y hace sinónimos el daño moral y el pretium doloris11. 
 
La jurisprudencia nacional constantemente se ha inclinado por recoger la concepción del 
daño moral, que proviene de lesiones corporales presentando aflicción física y mental, 
como aquella enlazada al precio del dolor.  Influencia principalmente de la tradición 
francesa y alemana junto a que mayoritariamente se alegaban perjuicios de dolor físico, 
comenzando de esta manera a partir de 1920 en Chile a ser indemnizado por la Corte 
Suprema, entre los argumentos que sostuvo la Corte encontramos que se ordena en el 
código civil ser indemnizado todo daño.  
 
Así es como en la Constitución de 1925 en el artículo número 20° señala que “Todo 
individuo en favor de quien se dictare sentencia absolutoria o se sobreseyere definitivamente, tendrá 
derecho a indemnización, en la forma que determine la lei (sic), por los perjuicios efectivos o 
meramente morales que hubiere sufrido injustamente”. Como actualmente es recogido por 




                                                 
11 "Que el actor a raíz del accidente y luego de un largo peregrinar por diversos centros hospitalarios, debió ser 
internado en el Hospital del Trabajador y sometido a cirugía, sufrió la pérdida de su ojo izquierdo y presenta incapacidad 
laboral del treinta y siete coma cinco por ciento (37,5%) lo que lleva a la conclusión lógica que el accidente le ha producido no 
solo un daño y dolor físico, sino secuelas anímicas que le dan derecho a impetrar una indemnización por daño moral –el daño 
moral es el equivalente al "pretium doloris"– y cuyo monto, según jurisprudencia reiterada, queda al arbitrio del juez de la 
causa con arreglo a las normas de la lógica y al conocimiento que da la experiencia de una forma equitativa y prudencial y 




1.3 Evolución histórica de la reparación del daño moral 
 
Para los pueblos antiguos todas las sanciones se relacionan con una respuesta retributiva 
y la venganza es parte de dicha reparación. Pasando luego al derecho romano en que la 
Ley del Talión hacia el siglo V a.C es codificada y se reservan soluciones pacíficas a los 
conflictos presentes12.  
 
Hacia el derecho medieval se establece en el derecho visigodo la compensación 
económica o Wergeld  (precio de un hombre) para los daños corporales, basándose en 
distinciones muy sutiles. Se consolida ya en el siglo XX el reconocimiento de la 
indemnización por daño moral, diferenciando la extensión del daño y el monto de éstas 
desde un sistema jurídico a otro. 
 
1.4 Reparación del daño moral 
  
Con respecto a la aceptación de la reparación del daño moral en la actualidad, cabe 
destacar que las legislaciones, doctrina y jurisprudencia universales son unánimes 
prácticamente. Y dentro de los motivos se plantea que: 
 
1° No es efectivo que la indemnización sea siempre reparadora, pues puede también ser 
compensatoria; tampoco ciertos daños materiales es posible hacerlos desaparecer; la 
indemnización pecuniaria tiende a hacer más llevadero el dolor por las satisfacciones que 
el dinero produce; además puede ser posible una reparación en especie, como la 
publicación de la sentencia, en caso de ofensas al honor o crédito, entre otros. 
 
2° La dificultad para poder fijar la indemnización y los posibles abusos no servirán de 
pretexto para negar la compensación, debido a que también se presentan en daños 
materiales. 
 
                                                 
12 XII Tablas, tabla 7ma, “De los delitos”, “Si alguno rompiese a otro algún miembro, queda sujeto a la pena del 




3° Como así lo establece el artículo 2331°, el legislador niega expresamente la 
indemnización del daño moral; este es el caso de imputaciones injuriosas contra el honor 
o el crédito de una persona a menos que se pruebe el daño emergente o lucro cesante 
apreciable en dinero. De lo que se puede inferir, que si el legislador estimó necesario 
establecer expresamente cuales son los casos en que no procederá indemnización, los 
demás casos si tendrán lugar a indemnización. 
 
4° En relación al numeral anterior, es en la legislación posterior al código civil donde se 
confirma lo ya mencionado, debido a que se menciona expresamente el daño moral entre 
los que son indemnizables: artículo 19 número 7 letra i de la Constitución de la 
República, artículo 69 de la Ley 16.744 sobre accidentes del Trabajo, artículo 40 inciso 2° 
de la Ley 19.733 sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo 
(sucesora de la Ley de Abusos de Publicidad), y también en la Ley 19.496 sobre 
Protección a los Consumidores en su artículo 3 letra e. 
 
En cuanto a la prueba del daño moral, numerosos fallos sostienen que en determinadas 
situaciones el daño moral no requiere de una acreditación por medios formales, debido a 
que su ocurrencia se desprende de las circunstancias en las que ocurre el hecho y las 
relaciones de los partícipes, como es el caso de la muerte de un hijo. 
 
Para una posición más extrema, el daño moral no debiera requerir de prueba puesto que 
la mera constatación de una lesión a un derecho extrapatrimonial genera un perjuicio y 
de esta manera el juez tiene la atribución de evaluarlo. Mientras otra corriente sostiene 
que al ser un requisito de la acción de responsabilidad si debe probarse. 
 
Con respecto a la avaluación del daño moral los tribunales deben enfrentarse a la 
dificultad de tener que traducir un concepto intangible a una realidad monetaria, por lo 
que los tribunales están contestes en que la avaluación del daño moral es una facultad 






Dentro de los criterios utilizados para determinarlo son las consecuencias físicas, 
psíquicas, sociales o morales que derivan del daño causado, además de las condiciones 
personales de la víctima, el grado de cercanía entre actor y víctima, la gravedad de la 
imprudencia de la conducta del autor que produjo el prejuicio, situación patrimonial o 
económica que poseen ambos, la culpabilidad, entre otros. 
 
La Corte Suprema ha resuelto que “la ley obliga a indemnizar el daño, a reparar el perjuicio 
causado por el hecho ilícito, reparación que, es obvio, deberá ser completa, esto es, igual al daño que se 
produjo, de modo que permita a la víctima reponer las cosas al estado en que se encontraban a la fecha 
del acto ilícito”13. 
 
Para Alessandri este principio acarrea como consecuencia que el monto de la reparación 
depende de la extensión del daño y no de la gravedad del hecho; conlleva además que se 
entienda la reparación como aquel perjuicio que ha sufrido la víctima y que ésta sea una 
consecuencia necesaria y directa del delito o cuasidelito. Finalmente estima que el monto 
de dicho resarcimiento no debiera ser superior ni inferior al daño provocado14. 
 
Dicha indemnización debe considerar elementos tales que permitan a la víctima 
encontrarse en la situación que probablemente se encontraría de no haber ocurrido el 
accidente por lo que se incluyen los reajustes e intereses a la indemnización. 
 
Hoy en día la jurisprudencia y la doctrina han sido uniformes en torno a admitir la 
reajustabilidad, tal como lo estipula el artículo 2329° del código civil en que se determina 
que todo daño que es imputado deberá repararse y debiendo ser integral, ya que de lo 
contrario se recibirá desvalorizada. Y por lo demás a partir de la Ley 18.010 sobre 
Operaciones de Crédito y Dinero, la regla en la legislación chilena es la reajustabilidad de 
las deudas de dinero15.  
                                                 
13 R.D.J., T. LVII (2003), sec. 4°, p. 424. 
14 ALESSANDRI RODRIGUEZ, Arturo. “De la Responsabilidad Extracontractual en el Derecho Civil 
Chileno”.  Imprenta Universal, Santiago 1981. Pag. 545. 
15 ABELIUK MANASEVIC, René. “Las Obligaciones”. Editorial Jurídica de Chile, Santiago 1993, N° 
221. Pag. 181. 
11 
 
La obligación indemnizatoria en sede extracontractual nace con ocasión del mero ilícito 
que causa el daño, a diferencia de materia contractual, no existe una obligación 
preexistente que se deba tener por incumplida como condición de responsabilidad. 
 
La jurisprudencia se ha inclinado, en materia de responsabilidad por daño moral, a que 
reajustes e intereses se calculan desde la presentación o notificación de la demanda o 
bien desde la dictación de la sentencia. 
 
Don Enrique Barros estima que “tratándose de daño moral la determinación del cómputo del 
reajuste e intereses debe regirse por reglas diversas. La valoración de esta especie de daño sólo puede 
hacerse por sentencia que ordena indemnizarlo, considerando las circunstancias relevantes del hecho; antes 
de la sentencia de daño moral no puede ser cuantificado. Por consiguiente, debe preferirse la opinión de 
que corresponde aplicar reajustes o intereses sólo a contar de la dictación de la sentencia”16. 
 
En cuanto a la prueba del daño, ésta corresponderá a la víctima, doctrina y 
jurisprudencia coinciden en señalar que el daño moral no requiere probarse ya que 
bastará que la víctima acredite la lesión de un bien personal para que se infiera la 
existencia de daño, como sería el caso de la calidad de hijo de la víctima que fallece en un 
accidente. 
 
1.5 Principios y teorías que rigen la determinación del daño 
 
1.5.1 Indemnización debe ser completa 
 
Se debe reparar el daño completamente, lo que trae como consecuencias que el monto 
de la reparación dependerá de la extensión del daño y no precisamente de la gravedad del 
hecho. Ésta compensación comprende todo perjuicio que sufre la víctima, es decir, que 
sea consecuencia directa y necesaria del delito o cuasidelito. 
 
 
                                                 
16 BARROS BOURIE, Enrique. “Tratado de Responsabilidad Extracontractual”. Editorial Jurídica de 
Chile, Santiago 2001. Pag. 114. 
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1.5.2 Teoría de Equivalencia de las Condiciones 
 
Corresponde al vínculo o relación entre el hecho ilícito y el daño, según establecen los  
artículos 2314° y 2329°, ambos casos indican que se indemnizará un hecho constitutivo 
de delito que ha inferido daño. Para ello se han elaborado múltiples doctrinas que 
pretenden explicar dicho vínculo causal. 
 
Tanto doctrina como jurisprudencia han exigido que entre el hecho y el daño exista una 
relación directa y necesaria, las que son esenciales, para el caso de ser directa se estudia 
bajo el nombre de “elemento normativo” y para la relación necesaria como “elemento 
naturalístico”. 
 
El elemento naturalístico se denomina también la “Teoría condictio sine qua non”, la 
cual se logra a través de un ejercicio de supresión mental, es decir, si se suprime el hecho 
y el daño no se lleva a cabo significa que el hecho sí es una condición necesaria del daño. 
 
Así por ejemplo, si un automovilista que conduce ebrio y por lo tanto, no puede dominar 
su vehículo o invade el otro lado de la calzada, donde se produce un choque con otro 
automóvil que venía de frente. El haber consumido alcohol es una causal respecto de ese 
accidente; pero si dicha causal se suprime mentalmente, el conductor del coche hubiera 
continuado por el lado correcto de la calzada y no hubiera tenido lugar el accidente.  
 
Por lo tanto, según la fórmula que plantea esta teoría, forman parte de las causales 
también los fabricantes de ambos coches y además otras personas que hayan motivado a 
la conducción de ambos, así como un cúmulo de ulteriores circunstancias que hayan 
influido en el suceso (construcción de la calzada, la invención del motor, entre otros.). 
 
Por consiguiente no se realiza ninguna selección entre las innumerables condiciones de 
cualquier resultado, sino por el contrario se consideran equivalentes todas las 





Aplicando este criterio, si en la producción del daño han intervenido como condición 
necesaria otros hechos ilícitos atribuibles a terceros, la persona obligada a indemnizar 
podrá repetir contra sus autores por la parte que a cada uno le corresponde, pero frente 
a la víctima estará obligada íntegramente por el daño causado18. 
 
1.5.3 Teoría de la Causa Eficiente, adecuada o determinante 
 
El jurista alemán Von Kries estimó que para todas las causas que concurren a la 
producción del daño debe elegirse aquella que normalmente ha de producirlo, es decir, 
será necesario preferir el acontecimiento que ha desempeñado el papel preponderante en 
la ocurrencia del perjuicio. Dicha teoría se abre paso entre los autores y tribunales del 
derecho comparado, tales como el francés. 
 
Plantea dicha teoría, que la atribución de un daño supone que el hecho del autor sea 
generalmente apropiado para producir esas consecuencias. Es decir, si desde la 
perspectiva de un observador objetivo, la ocurrencia del daño es una consecuencia 
verosímil del hecho, entonces se puede dar por establecida una relación de causa 
adecuada y habrá lugar a la responsabilidad. La causa no será adecuada cuando responde 
a factores intervinientes que resultan casuales, porque según el curso normal de los 
acontecimientos con posterioridad al hecho resultan objetivamente inverosímiles en la 
perspectiva de un observador imparcial. 
 
En nuestra legislación no existe una solución directa sino más bien parcial; 
 
Para el caso en que existan varios responsables que actúan simultáneamente ejecutando 
un mismo hecho, el artículo 2317° establece que todos se harán responsables 
solidariamente frente a la víctima, es decir, cada uno estará obligado a la reparación total. 
                                                 
17 ROXIN, Claus. “Derecho Penal Parte General”. Traducción D. Luzón, M. Díaz y J. De Vicente, 
Civitas, Madrid, 2002. Pag. 122 
 
18 Según establece el artículo 2317° del código civil, acerca de la regla de la solidaridad. 
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En caso de existir varios responsables para hechos distintos, todos los cuales son 
antecedentes necesarios del daño, como por ejemplo el peatón víctima de un accidente 
de tránsito ocasionado por la negligencia concurrente de dos conductores, a primera 
vista no se aplicaría a ésta situación el artículo 2317° pues no estamos ante solo un delito 
o cuasidelito sino más bien de diferentes hechos ilícitos que generan responsabilidades 
separadas para cada autor. 
 
Sin embargo, como el autor de cada hecho ilícito deberá responder de la totalidad del 
daño, y la víctima no puede obtener una indemnización que exceda el monto de los 
perjuicios efectivamente sufridos, será necesario dividir la responsabilidad entre los 
autores de los diversos hechos en proporción a la participación de cada uno en el daño.  
Por lo tanto el efecto es semejante al del artículo 2317° el cual establece la solidaridad: 
cada autor será responsable por el total del daño, sin perjuicio de su acción contra los 
demás para obtener el reembolso, en proporción a sus respectivas participaciones. 
 
En caso de concurrir la culpa por parte de la víctima, el código establece una atenuación 
de la responsabilidad del hechor en el artículo 2330°. Generalmente, la culpa de la 
víctima contribuye a la concurrencia del daño o colabora a que aumente la intensidad de 
éste. Tal es el caso en que ésta omite usar el cinturón de seguridad para conducir, a 
consecuencia de lo cual los daños ocasionados por el choque de otro vehículo son 
mayores a los que se habrían producido sin dicha circunstancia. 
 
1.5.4  Causa Sobreviniente 
 
Existe acuerdo en que si el daño se debe a una causa posterior al hecho ilícito, falta la 
relación de causalidad; el daño será directo y no indemnizable. 
Por ejemplo el caso de una persona que sufre en un accidente una pequeña herida  sin 
transcendencia. El hechor deberá indemnizar si tuvo culpa, el leve daño ocasionado, pero 
podrá ocurrir que por un descuido de la víctima o error médico, la herida se agrave, 
llegando a producir la muerte de la víctima. Este daño es totalmente indirecto y no 
responde el autor del hecho ilícito, porque su causa generadora es la negligencia de la 
víctima o del médico. 
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Por regla general, corresponderá al actor probar el vínculo de causalidad, ya que es 
presupuesto de la obligación, a excepción de que la ley lo presuma como ocurrirá en los 
casos que estipula el artículo 2329° del código civil. A modo de ejemplo; si se remueven 
las losas de una cañería en calle o camino sin las debidas precauciones, y alguien cae en 
ellas, no necesitará el actor probar que se cayó por la remoción de dichas losas. 
 
1.5.5 Determinación del vínculo de causalidad 
 
La Corte Suprema ha considerado que es cuestión de hecho determinar la concurrencia 
del vínculo de causalidad, y como tal, privativa de los jueces de fondo19. Lo que según 
establece Abeliuk20 al igual que Alessandri, sería erróneo: “Los jueces del fondo establecen 
soberanamente los hechos materiales de donde el actor pretende derivar la relación causal. Pero 
determinar si ésta relación existe, si el daño ha tenido o no por causa necesaria el hecho ilícito, es una 
cuestión de derecho susceptible, por tanto de ser revisada por la Corte de Casación”21. 
 
1.6 Responsabilidad provocada por el hecho ajeno 
 
La responsabilidad por el hecho ajeno y la responsabilidad por el hecho de las cosas han 
solido agruparse bajo distintas denominaciones. 
 
Así, es frecuente oír hablar, sobre todo en textos antiguos, de responsabilidad 
extracontractual compleja; la simple sería aquella en que se responde por el hecho 
propio. La responsabilidad por el hecho ajeno o de las cosas se llama así porque la causa 
del daño es directamente el hecho de otra persona o de una cosa (en que se incluyen 
animales), pero responderá el que tiene a su cuidado la persona o cosa, por presumir la 
ley que ha faltado a su deber de vigilancia. 
 
 
                                                 
19 R.D.J., T. XXXII (2003), sec. 1°, p. 358. 
20 ABELIUK MANASEVIC, René. “Las Obligaciones”. Editorial Jurídica de Chile, Santiago 1993, N° 
260. Pag. 211. 
21 ALESSANDRI RODRIGUEZ, Arturo. “De la Responsabilidad Extracontractual en el Derecho Civil 
Chileno”.  Imprenta Universal, Santiago 1981. Pag. 248-249. 
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Efectivamente, la diferencia fundamental entre una y otra responsabilidad es que por 
regla general la llamada simple no se presume, y en cambio en la compleja hay 
presunciones de responsabilidad en contra del que deberá reparar el daño ajeno o de las 
cosas. 
 
Otra denominación que se usa es la de responsabilidad indirecta, porque no se indemniza 
el daño ocasionado directamente, sino por otra persona o una cosa. Se ha criticado la 
denominación de responsabilidad por el hecho ajeno (al igual que por el hecho de las 
cosas), porque se dice que no se está respondiendo por el hecho de otro, sino por la 
propia culpa de haber descuidado el deber de vigilancia. Pero la verdad es que el hecho 
ilícito es ajeno, y lo que ocurre es que en su comisión hay culpa también de la otra 
persona que tenía el deber de cuidado respecto del hechor. 
 
La responsabilidad por el hecho ajeno está reglamentada en el código civil en los 
artículos 2320° a 2322°; el primero establece “Toda persona es responsable no sólo de sus propias 
acciones, sino del hecho de aquellos que estuvieren a su cuidado”. 
 
Ésta responsabilidad es solamente civil y no penal, aunque el hecho ilícito de que se trate 
constituya delito o cuasidelito sancionado por la ley criminal. La responsabilidad penal es 
siempre personal y el que responde civilmente por el hecho ajeno puede figurar en el 
proceso criminal, constituyendo la figura del tercero civilmente responsable, pero que no 
tiene nada que ver con la acción penal. 
 
En términos generales, y desde luego en los casos del código, la responsabilidad por el 
hecho ajeno se funda en la culpa que la ley presume en la persona que tiene a otra a su 
cuidado y abandona su vigilancia. No se trata de responsabilidad objetiva, sin culpa; ésta 
existe y por ella se responde y la negligencia es haber faltado al deber de cuidado. 
 
Tanto es así que el responsable del hecho ajeno puede destruir la presunción probando 





Pero más allá de esto, la responsabilidad por el hecho ajeno se funda en que 
normalmente el autor del hecho ilícito, por depender de otro, será insolvente, no tendrá 
con qué responder a la indemnización. Se procura, pues, asegurar la indemnización de la 
víctima. 
 
Para que proceda la responsabilidad por el hecho ajeno deben concurrir a menos tres 
circunstancias: 
 
1° Un determinado vínculo entre hechor y responsable, que generalmente será de 
subordinación o dependencia. 
 
2° Que ambos, hechor y responsable, tengan capacidad extracontractual, y 
 
3° Que el hechor haya cometido un hecho ilícito, concurriendo todos los requisitos 
propios de éste. 
 
En las responsabilidades por el hecho ajeno existe un vínculo entre el responsable y el 
hechor, que en general, y desde luego como se desprende del código, es uno de 
subordinación y dependencia, porque si el fundamento de ellas es una falta de vigilancia, 
es necesario que se tenga autoridad respecto de la persona por quien se responde22. 
 
En los casos expresamente enumerados por la ley se presume la existencia del vínculo de 
subordinación y así, por ejemplo, el padre para eximirse de responsabilidad deberá 
probar que no tenía el hijo a su cuidado. En los demás deberá probarse el vínculo, por el 
que se invoca la responsabilidad del hecho ajeno. 
El art. 2.319, que establece el requisito de la capacidad en los hechos ilícitos, no distingue 
si se trata de responsabilidad por el hecho propio o ajeno, y por tanto se aplica a ambos. 
En consecuencia, tanto el que cometió el hecho ilícito como quien lo tenía a su cuidado 
no deben estar comprendidos en las causales de incapacidad para que haya lugar a la 
responsabilidad por el hecho ajeno. 
                                                 
22 R.D.J. T. XXIX., sec. 1°, p. 542. 
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Si es incapaz quien cometió el hecho ilícito, tiene aplicación e artículo 2319°, y 
responden únicamente los que tienen a su cuidado al incapaz. La gran diferencia que 
existe entre los arts. 2.319 y 2.320 es que la responsabilidad por el hecho ajeno no 
excluye la del hechor y se presume la culpa de quien tiene a su cuidado a otro, en cambio, 
tratándose de un incapaz, debe acreditarse la culpa del guardián. 
Y si el incapaz resulta ser la persona a quien se pretende responsabilizar del hecho ajeno, 
el mismo art. 2.319 lo impedirá, ya que excluye de toda obligación de indemnizar tanto 
por el hecho propio como por el ajeno o de las cosas. Y así, por ejemplo, el padre 
demente no responderá del hecho de sus hijos menores que vivan con él, pues mal puede 
cuidar de otra persona quien no puede atenderse a sí mismo.  
En la responsabilidad por el hecho ajeno hay obligación de indemnizar la comisión de un 
delito o cuasidelito civil de otro; en consecuencia, el hecho cometido por la persona de 
quien se responde debe reunir todos los requisitos de la responsabilidad extracontractual. 
Aún más, la víctima debe probarlo, a menos que a su respecto exista otro tipo de 
presunción legal; a falta de ella, deberá acreditar la acción u omisión culpable o dolosa, el 
daño y la relación de causalidad, todo ello conforme a las reglas generales. La única 
diferencia es que establecido el hecho ilícito, esto es, probadas todas las circunstancias 
señaladas, la víctima queda liberada de acreditar la culpa del tercero civilmente 
responsable (la que se presume). Por tal razón se ha fallado que no hay responsabilidad 
de terceros si el hechor ha sido declarado absuelto por falta de culpa. 
 
1.7 Responsabilidad Médica 
La responsabilidad médica es uno de los tópicos más analizados en la actualidad, puesto 
que de un tiempo a esta parte, la salud se mira como un derecho.  Es cierto, que de un 
extremo puede pasarse a otro: y es que se atribuya al médico todo tipo de riesgos y males 
que se produzcan a consecuencia del desarrollo de una enfermedad y su tratamiento, no 
distinguiéndose entre errores médicos excusables por imprevisibles, de las negligencias o 




La línea no es fácil siempre de fijar, y un proceso de reparación del daño médico a 
ultranza por medio de la objetivación de su responsabilidad, puede presentar serios 
inconvenientes en la organización del sistema de salud de un país y en los costos que la 
atención médica representa para la población. Es conocida la situación norteamericana 
en que el médico debe procurarse todo tipo de consentimientos antes de intervenir, 
pedir todo tipo de exámenes previos y contratar un seguro que lo respalde 
económicamente ante una posible demanda. Todo ello redunda en un encarecimiento del 
sistema de salud. 
En nuestro país, el proceso de la judicialización de la mala praxis médica está todavía en 
ciernes, pero se aprecia un importante número de casos recientes que permiten prever 
que podemos ir por una senda similar. 
La doctrina jurídica tradicional de nuestro país23 24 sostiene que la responsabilidad de un 
médico por los daños que cause al paciente es contractual. 
En caso de contratación directa entre paciente y médico los servicios de éstos 
profesionales se sujetarían, de acuerdo a la doctrina en comento, a las reglas del mandato 
establecidas en el artículo 2118 del código civil y a las que rigen el arrendamiento de 
servicios inmateriales correspondiente al artículo 2012. 
Luego, incumbirá al médico probar que el daño sufrido por el paciente no le es 
imputable, esto es, que al hacer el diagnóstico o en la operación o tratamiento empleó la 
debida diligencia o cuidado y que si el daño sobrevino, fue por un caso fortuito de que 
no es responsable o por culpa del paciente; que no hubo negligencia en los cuidados que 
le prestó; que tuvo justo motivo para no seguir prestando sus servicios25. 
La responsabilidad de los médicos será exclusivamente extracontractual: a) Si con la 
muerte o las lesiones causadas al paciente causan daño a un tercero, por ejemplo, a las 
personas  que vivían a expensas de aquél, quienes en los sucesivo se verán privadas de su 
ayuda, a condición, naturalmente, de que tales personas invoquen su propio daño, puesto 
                                                 
23 ALESSANDRI RODRIGUEZ, Arturo. “De la Responsabilidad Extracontractual en el Derecho Civil 
Chileno”.  Imprenta Universal, Santiago 1981. Pag. 75-78. 
24 ABELIUK MANASEVIC, René. “Las Obligaciones”. Editorial Jurídica de Chile, Santiago 1993, N° 
260. Pag. 766. 
25 Artículo 1547° inc. 3° código civil. 
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que entonces ningún vínculo jurídico las liga con el autor del daño, y b) En general, 
cuando con cualquier acto de su profesión, ejecutado con dolo o culpa, dañan a un 
tercero con quien no están ligados contractualmente, como es el caso de los servicios 
que prestados en la vía pública a un accidentado. 
No obstante, toda la tesis tradicional expuesta fue refutada en Francia en el año 1939 por 
René Savatier, quien estima que es el paciente quien debe probar la culpa del médico ya 
que en su concepto la obligación de éste es de medio y no de resultado: el médico no se 
obliga a sanar al enfermo sino a hacer todo lo necesario para que se sane. Se salva así el 
principal inconveniente de aplicar las reglas de la responsabilidad contractual que llevan 
ineludiblemente, en virtud del artículo 1547 inciso 3 del código civil, a presumir la 
responsabilidad del médico correspondiéndole a éste probar, para liberarse de 
responsabilidad, que actuó con la debida diligencia o cuidado. La sola falta del resultado 
esperado: la salud recuperada, no basta para estimar incumplido el contrato y presumir la 
culpa del médico. Aunque no siempre las obligaciones médicas serán de actuación o de 
medios, por ejemplo las intervenciones de cirugía plástica pueden ser concebidas como 
resultado en cuanto el médico ha prometido lograr una determinada reparación estética.  
Por otra parte, la actual judicialización del “daño médico” ha llevado a la contratación de 
seguros que respalden económicamente al médico ante una posible demanda, 
trasladándose entonces toda la problemática, ya de por sí compleja de los seguros, a un 
área tan sensible como lo es la salud de las personas. 
Atendido que en nuestra masificada sociedad la mayoría de las prestaciones de salud se 
otorgan por instituciones públicas o privadas y muchas veces por un equipo  médico, 
resulta necesario abordar estos dos aspectos. 
En cuanto a la responsabilidad del equipo médico que interviene en una determinada 
operación parece claro que el personal auxiliar que se subordina (sea por contrato directo 
o por contrato con el centro hospitalario), al médico que ejerce de jefe, compromete a 
éste bajo responsabilidad indirecta por el hecho del dependiente, sea en virtud del 
artículo 1679 o 2320 según exista o no relación contractual entre el médico jefe y el 
paciente. La responsabilidad que corresponde a los otros médicos que colaboran en la 
intervención sin tener un vínculo de dependencia del médico-jefe, puede ser concebida 
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en dos formas: individualmente considerada, es decir, cada médico responde sólo por sus 
actos; colectivamente considerada, esto es, por el acto dañoso de uno responden todos. 
En este segundo caso, la responsabilidad colectiva puede ser simplemente conjunta (el 
monto de la indemnización se reparte entre las partes) o solidaria: cualquiera de ellos 
puede ser demandado por el total. A juicio del profesor Hernán Corral, si la 
responsabilidad es contractual podría estimarse que se trata de una obligación indivisible 
y que procede aplicar al mismo supuesto la norma de artículo 2317 para la 
responsabilidad extracontractual, salvo que el hecho negligente haya sido autoría de todo 
el equipo26. 
 
2. Juicio indemnizatorio y reparación del daño 
 
Concurriendo los requisitos antes señalados, esto es, que exista una acción u omisión 
culpable o dolosa, daño a la víctima y relación de causalidad, nace para el autor de un 
hecho ilícito la obligación de indemnizar el daño ocasionado. Los caracteres más 
importantes que presenta la acción de indemnización son los siguientes: 
 
1º  Es una acción personal, pues corresponde ejercerla contra el responsable del daño; 
2º  Es siempre mueble, pues normalmente persigue el pago de una suma de dinero, y en 
ciertos casos la ejecución de un hecho. De acuerdo al artículo 581° del código civil, los 
hechos que se deben se reputan muebles; 
3º  Es una acción netamente patrimonial, y como consecuencia de esto: 
 
2.1  Es renunciable. 
De acuerdo a la regla general del artículo 12° del código civil, no hay duda de que puede 
renunciarse a la reparación del daño, una vez producido. Existen serias limitaciones para 
la condonación anticipada de la indemnización, pero ninguna para su remisión una vez 
                                                 
26 CORRAL T., Hernán. “Lecciones de responsabilidad civil extracontractual”, Documento docente N°10, 
U. de los Andes, Santiago 2002. Pág. 187. 
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nacida la obligación; 
 
2.2 Transigible  
Así lo señala el art. 2449° del código civil: “La transacción puede recaer sobre la acción civil que 
nace de un delito; pero sin perjuicio de la acción criminal”. Las partes pueden componer 
libremente la indemnización ya devengada. 
2.3 Cedible. 
Tampoco hay inconveniente alguno para que la víctima ceda la acción indemnizatoria, 
como cualquier otro crédito, pero no se acepta por algunos autores en cuanto a la 
reparación del daño moral, que se considera personalísimo; 
2.4 Prescriptible. 
Nuestro Código, a diferencia del francés, que nada dijo, por lo cual se han originado 
discusiones en la doctrina y jurisprudencia, señaló un plazo especial de prescripción 
parar la acción de indemnización. Dice el artículo 2332° del código civil que “Las acciones 
que concede este título por daño o dolo, prescriben en cuatro años contados desde la perpetración del 
acto”. 
Este plazo de prescripción sólo se refiere a la acción de indemnización que nace del 
delito o cuasidelito civil, y no a otras acciones que pueden corresponder a la víctima, 
como la acción reivindicatoria en la cual si ha sido objeto de robo, hurto, usurpación, 
entre otros que se rige por su propio término de prescripción. El cual es sin perjuicio de 
los plazos señalados en leyes especiales. 
Como el precepto estipula sobre la “perpetración del acto” como momento inicial del 
transcurso de la prescripción, la jurisprudencia y la doctrina entendieron habitualmente 
que ella comienza a correr desde el instante de la acción u omisión imputable del hechor, 
aunque el daño se ocasionara posteriormente.  
Así se había fallado habitualmente en relación a la responsabilidad extracontractual de 
los conservadores de bienes raíces, por el otorgamiento de certificados de gravámenes y 
prohibiciones con omisión de una hipoteca debidamente inscrita; con el mérito de ellos 
los acreedores habían facilitado dineros al deudor, y al tiempo de rematar la propiedad 
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no alcanzaron a pagarse por haberse hecho presente el acreedor de la hipoteca omitida 
en el certificado.  
No se negaba la responsabilidad del Conservador por este daño, pero de acuerdo a la 
distinción antes mencionada, se contaba el plazo de la prescripción desde el 
otorgamiento del certificado erróneo, y no desde la fecha del daño, que ocurre cuando la 
segunda hipoteca no puede cancelarse27. 
Para Abeliuk28 ésta interpretación es inaceptable, pues conduce al absurdo de que la 
acción resulte prescrita antes de nacer, porque es requisito de la indemnización la 
existencia del daño. Antes de que éste se produzca, la víctima nada puede demandar, 
pues no ha sufrido perjuicio. Los hechos ilícitos se definen precisamente como las 
acciones u omisiones culpables o dolosas que causan daño; al hablar de perpetración del 
acto, el Código se está refiriendo a este concepto que incluye el daño. Evidentemente, la 
víctima no podría cobrar pasado el cuadrienio otros perjuicios sobrevenidos 
posteriormente, porque desde el momento que hubo daño se completó el hecho ilícito y 
comenzó a correr la prescripción. 
Es por estas razones que en un fallo relativamente reciente la Corte Suprema cambió de 
opinión y contó el plazo de prescripción desde el momento en que se produjo el daño29. 
Tradicionalmente se ha sostenido que se trataría de una prescripción de corto tiempo 
especial y que por tanto se aplicaría el artículo 2524° del código civil que declara la 
improcedencia de la suspensión.  
Se interrumpe naturalmente por reconocer el deudor expresa o tácitamente su 
obligación, y civilmente, por la demanda judicial. Si el hecho es ilícito civil y penal, la 
víctima tiene una opción para su acción de indemnización: deducirla ante el mismo 
Juzgado que conoce del proceso criminal, o ante el que es competente en lo civil; en este 
último caso el juicio civil puede quedar en suspenso hasta la terminación del proceso 
criminal (art. 167 del C.P.C.); naturalmente que mientras dure la suspensión, la 
prescripción no corre. 
                                                 
27  R.D.J., T. 25, sec. 1ª, p. 501; T. 32, sec. 1ª, p. 538. 
28 ABELIUK MANASEVIC, René. “Las Obligaciones”. Editorial Jurídica de Chile, Santiago 1993, N° 
296. Pag. 245. 
29  R.D.J., t. 64, sec. 1ª, p. 265. 
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En cuanto al juicio indemnizatorio, en términos generales podemos decir que la acción 
de indemnización corresponde a la víctima, sus herederos o cesionarios. Éstos últimos 
debido al carácter transmisible y cedible de la acción. Siendo  dirigida contra todo aquel 
que responde del daño. Por lo tanto: 
1° Antes que todo, en contra del autor del mismo. En el autor del daño está 
comprendido el cómplice pero no al encubridor. Es posible que los autores sean varios, y 
en tal caso el código civil chileno estableció entre todos ellos la responsabilidad solidaria.  
Así lo establece el artículo 2317 del nuestro código civil, en que “si un delito o cuasidelito ha 
sido cometido por dos o más personas, cada una de ellas será solidariamente responsable de todo perjuicio 
procedente del mismo delito o cuasidelito, salvas las excepciones de los artículos 2323 y 2328”. 
Para hacer efectiva la procedencia de la solidaridad será necesario que dos o más 
personas hayan participado como autores o cómplices en la comisión de un delito o 
cuasidelito. En caso de haberse cometido distintos delitos o cuasidelitos respecto de la 
misma víctima (una persona es atropellada primero por un vehículo y luego vuelve a ser 
atropellada por otro vehículo por haber quedado botada en el camino) no existe 
solidaridad. 
2° La acción también podrá intentarse contra aquel que responde por el hecho ajeno, 
como es el caso del padre por los hechos ilícitos del hijo menor que vive con él. 
3° Contra quien recibe provecho del dolo ajeno, sin ser cómplice en él, sólo será 
obligado hasta la concurrencia de lo que valga el provecho. El hecho de excluir al 
cómplice se fundamenta en que su responsabilidad será la misma que la del autor, 
mientras que por otro lado el encubridor quedará afecto a ésta obligación de indemnizar 
hasta el monto del provecho recibido. 
La responsabilidad quedará limitada al caso del dolo pero no de la culpa, es decir, tendrá 
lugar en los delitos y no en cuasidelitos. Tal como lo estipula el artículo 1458 inciso 2 en 
que respecto al dolo en la formación del consentimiento; en caso de ser incidental no lo 
viciará, pero dará acción para intentar contra aquellos que se han aprovechado de él. 





3. Relación de la sentencia criminal en materia civil: 
Es posible que de la acción civil conozca el juzgado civil y de la penal el juzgado del 
crimen, se debe tener presente que una sentencia puede influir en la otra. Por lo tanto es 
necesario realizar un distingo entre la sentencia civil y la criminal, de la cual la primera no 
tiene mayor influencia en la penal. 
Pero respecto de la sentencia penal se debe distinguir: si es condenatoria o absolutoria (la 
cual incluye sobreseimiento definitivo), la primera podrá hacerse valer en juicio civil 
(artículo 178 del Código de Procedimiento Civil) lo que no significará por sí sola la 
acogida de la acción de indemnización, porque deberá probarse el daño, pero acredita la 
comisión del hecho y la culpa. 
La sentencia absolutoria sólo tiene influencia en lo civil en aquellos casos que señala el 
artículo 179 del Código de Procedimiento Civil; primero si se funda en la no existencia 
de delito o cuasidelito, a menos que la absolución provenga de un eximente de 
responsabilidad penal.  
El segundo caso es en que no exista relación alguna entre el hecho que se persigue y la 
persona acusada, exceptuando los casos de responsabilidad por el hecho ajeno o por 
daños que resulten de accidentes. Y finalmente en que no exista en autos indicio alguno 
contra el acusado, pero en este caso la cosa juzgada afecta solamente a las personas que 
hayan intervenido en el juicio criminal como partes directas o ya sea como coadyuvante. 
En el inciso final del artículo 179 del Código de Procedimiento Civil señala que nunca 
producen cosa juzgada en materia civil las sentencias absolutorias respecto a aquellas 
personas que hayan recibido valores u objetos muebles por un título de que nazca la 
obligación de devolverlos, como es el caso de los guardadores o albaceas. 
Conforme lo establece el artículo 180 del mismo código: “Siempre que la sentencia criminal 
produzca cosa juzgada en juicio civil, no será lícito en éste tomar en consideración pruebas o alegaciones 
incompatibles con lo resuelto en dicha sentencia o con los hechos que le sirvan de necesario fundamento”. 
 
 





1. Orígenes de la distinción: 
La distinción entre aquellas obligaciones que nacen de un contrato y del delito constituye 
el origen del derecho de las obligaciones, recogida por las Instituciones de Gayo. Siendo 
las obligaciones contractuales las que prevalecen y las extracontractuales un anexo de 
aquéllas. Primero se clasifican como contratos todas las obligaciones que tiene su origen 
en diversos tipos de actos ilícitos, pero ya en el periodo clásico aparece el consentimiento 
como el concepto central. Es por esta razón que el contrato luego fue distinguido de 
otros tipos de fuentes que se caracterizan por no tener por antecedente la convención, 
mientras que el tratamiento del delito de tipo doloso y culposo permaneció como una 
categoría medianamente homogénea. 
 
2. Diferencias entre ambas responsabilidades: 
 
2.1  En cuanto a su generación. 
La responsabilidad contractual supone la existencia de un vínculo jurídico previo, de una 
obligación que no se cumple o que en caso de cumplirse, es tardía o imperfecta. Por otro 
lado el hecho ilícito da, en cambio, nacimiento a una obligación que antes de él no 
existía. 
De esto deriva que en la responsabilidad contractual las partes tienen un campo más 
amplio de acción a su voluntad, debido a que han estado en situación de prever la 
regulación jurídica en caso de infracción a la obligación; es por ello que las normas 
legales son en general meramente supletorias, se aceptan con cierta amplitud las 
convenciones modificatorias de la responsabilidad y las partes pueden fijar 
anticipadamente los perjuicios mediante una cláusula penal. 
Respecto a los hechos ilícitos, será la ley la que fija cuándo nace la obligación de 
indemnizar; la única facultad de las partes es componer como estimen conveniente el 
daño, derogando las normas legales que lo determinan; las cláusulas de irresponsabilidad 
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Sólo son incapaces de delito o cuasidelito civil los dementes, los menores de  siete años, 
y los mayores de esta edad, pero en el caso de los menores de dieciséis años cuando han 
obrado sin discernimiento. 
Las incapacidades contractuales son más amplias; desde luego, la mayor edad es a los 
dieciocho años y existen otras fuera de la edad o privación de la razón: disipador 
interdicto, entre otros. 
Esta diferenciación es justificada estableciendo el criterio de que es más fácil distinguir lo 
lícito de lo ilícito que responder por los daños en el incumplimiento de un contrato. 
 
2.3  Dolo o Culpa: 
En cuanto al dolo como elemento constitutivo de ambas responsabilidades, si su 
concepción es la misma de acuerdo a la teoría unitaria del dolo, sus efectos son 
diferentes; en materia extracontractual no produce otros distintos a la culpa, mientras 
que es una agravante de responsabilidad en el cumplimiento de los contratos. 
Las diferencias entre culpa contractual y extracontractual se refieren fundamentalmente a 
la presunción que existe en materia contractual y a la graduación que ella misma admite; 
la que deriva de los hechos ilícitos debe probarla la víctima, salvo los casos de excepción 
en que la ley la presume, y no admite grados. Por otro lado en materia extracontractual 
toda culpa, incluso levísima, genera obligación. 
 
2.4 Perjuicios Indemnizables: 
La indemnización extracontractual es más completa que la contractual; la facultad de los 
jueces es por ello más amplia en la primera. En ninguna de las dos se responde de los 
perjuicios indirectos, salvo que en la contractual se haya convenido expresamente de esa 
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forma. En ambas se responde de los perjuicios previstos. 
En la responsabilidad contractual sólo se responde de los perjuicios imprevistos en los 
casos de convención en tal sentido, dolo o culpa grave, mientras que en la 
extracontractual se responde siempre de ellos. 
Del daño moral se responde incuestionablemente si se ha cometido un hecho ilícito; en 
materia contractual el punto se discute30. 
 
2.5 Mora: 
En la responsabilidad extracontractual la obligación de indemnizar nace cuando se 
produce el hecho ilícito dañoso; en materia contractual para que se deban perjuicios se 
requiere colocar al deudor en mora31. 
 
2.6 Pluralidad de deudores: 
Tratándose de los contratos, la obligación de indemnizar es por regla general conjunta, 
salvo casos de excepción, principalmente por dolo o culpa grave. Los autores del hecho 
ilícito responden solidariamente. 
 
2.7 Prescripción: 
La de acción de indemnización por incumplimiento de una obligación es de largo 
tiempo: son cinco años desde que se hizo exigible; la extracontractual es de corto plazo: 
son cuatro años desde la perpetración del hecho ilícito, sin perjuicio de las excepciones 




                                                 
30 BARROS BOURIE, Enrique. “Tratado de Responsabilidad Extracontractual”. Editorial Jurídica de 
Chile, Santiago 2001. Pag. 978. 
31 R.D.J., T. 68, sec. 4ª, p. 270 
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3. Determinación de cuando se aplica una y otra responsabilidad: 
 
3.1 Regla General: 
En caso de infracción de las obligaciones que no sean ni contractuales ni provenientes de 
un delito o cuasidelito civiles qué normas se le aplican, las de responsabilidad contractual 
o extracontractual. Puesto que el legislador no ha dado otras, es necesario escoger. 
En Francia se sostiene que las normas sobre responsabilidad extracontractual son la regla 
general, aplicables a lo no previsto por el legislador. La razón es, además de la mayor 
semejanza que tienen entre sí todas las obligaciones no contractuales, que el código 
francés trata específicamente “de los daños y perjuicios resultantes del incumplimiento de la 
obligación”, para más adelante en el Título IV del Libro III reglamentar las “obligaciones 
que se forman sin convención”. 
Pero en Chile la situación es diferente, porque el título XII del Libro IV del Código Civil 
trata de la responsabilidad por incumplimiento de las obligaciones bajo el epígrafe “Del 
efecto de las obligaciones”, expresión que las involucra a todas, y se exceptúan los hechos 
ilícitos por el tratamiento separado que les otorga bastante más adelante32. 
Además se cita como apoyo de esta teoría el contenido de los artículos 201,250 ,391 427, 
2038 y 2228, que tratan sobre la culpa leve, del buen padre de familia y sobre la culpa 
levísima (graduaciones de culpa admisibles sólo en el ámbito contractual), no obstante 
referirse a obligaciones legales y cuasicontractuales. 
De esta manera se ha fallado también33, pero como la misma sentencia tuvo que 
advertirlo, el punto resulta muy relativo, porque el Título XII en sus preceptos, discurre 
sobre la idea de una estipulación previa de las partes, y por la razón ya apuntada de que 
estructuralmente las obligaciones extracontractuales se asemejan más entre sí, y resisten 
la asimilación a las normas dadas para las convenciones. 
Puede agregarse que el artículo 2284 del código civil agrupa a las obligaciones que se 
contraen sin convención, refiriéndose a las obligaciones que nacen de la ley o del hecho 
voluntario de una de las partes, en este último caso hablamos de los delitos y cuasidelitos 
                                                 
32 ALESSANDRI RODRIGUEZ, Arturo. ob. cit., Nº 28, p. 54. 
33 R.D.J, T 59, sec. 1ª, p. 112. 
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civiles y de los cuasicontratos, dando a entender claramente que dichas obligaciones 
tienen una naturaleza diferente de las obligaciones que emanan de la responsabilidad 
contractual (igual cosa hace el artículo 578 respecto de los derechos personales o 
créditos). En consecuencia, aplicando una razón de analogía, y en consideración a que se 
está frente a un vacío de la ley que no establece cual es el derecho común, puede decirse 
que la distinción precedente debe aplicarse para establecer la regla general en materia de 
responsabilidad. Por lo tanto habría que agrupar las obligaciones de la misma naturaleza 
bajo unas mismas reglas supletorias. 
 
3.2 Responsabilidad Precontractual:  
Este es un punto que se ha discutido mucho en doctrina, si la responsabilidad que puede 
derivar para alguna de las partes por los daños originados a la otra en la etapa previa a la 
formación del contrato, es contractual o extracontractual. 
La opinión de la mayoría se inclina por ésta última doctrina, puesto que la contractual 
supone un contrato y éste no se forma aún; Ihering en cambio sostenía que se daba en 
este caso la culpa in contrahendo, de orden contractual, como lo es el acto que se iba a 
otorgar. 
Alessandri34 distingue las responsabilidades expresamente previstas en la ley, en los casos 
de los artículos 98 inciso final y 100 del Código de Comercio, que por ser legales, se 
rigen, según lo dicho anteriormente, por la responsabilidad contractual, que es la regla 
general entre nosotros; toda la responsabilidad precontractual derivada de la ruptura de 
las negociaciones preliminares es extracontractual, pues tales negociaciones no crean 
entre las partes ningún vínculo jurídico. 
Esta responsabilidad se presentará cuando en forma dolosa o negligente se ha dado a la 
contraparte la seguridad de la celebración del contrato, lo que la ha hecho incurrir en 
gastos o desechar otras proposiciones. Requiere en todo caso un examen atento de la 
conducta de ambas partes porque tampoco puede buenamente defenderse al imprudente 
que da por hecho lo que no es sino una proposición para estudiar. 
Finalmente el contrato preliminar, como una promesa de contrato, dado que es contrato, 
                                                 
34 ALESSANDRI RODRÍGUEZ, Arturo. ob. cit., Nº 29, p. 57 
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origina responsabilidades netamente contractuales. 
 
3.3 Obligación de Seguridad: 
Hay contratos que por su ejecución implican un riesgo de daño a la persona misma de 
uno de los contratantes, como ocurre en el transporte. Es un presupuesto para que la 
responsabilidad sea contractual, que el daño provenga de la infracción de alguna de las 
obligaciones del contrato. 
De ahí que, en casos de accidentes, se discute si éste puede considerarse incumplimiento 
de una obligación del deudor, sosteniéndose por algunos que se trataría de una 
responsabilidad extracontractual, pues era imposible la vigilancia de éste sobre los actos 
del acreedor durante la ejecución del contrato. 
Otra teoría que tiende a imponerse hoy y elaborada principalmente por la doctrina y 
jurisprudencia francesa, sostiene que en este tipo de contratos existe una obligación de 
seguridad que coacciona al deudor a ejecutar el contrato de manera que el acreedor 
resulte sano y salvo (obligación que además sería de resultado), mientras que si no 
cumple esta obligación, y el acreedor sufre algún daño en su persona, la responsabilidad 
es contractual.  
La importancia primordial que ello tiene es eximir a éste de la prueba de la culpa. 
La noción de que el deudor tiene la obligación de garantizar la seguridad del acreedor 
surge, jurisprudencialmente en Francia, en un caso de transporte marítimo de personas, 
siendo pronto ampliada por todos los empresarios de transporte de pasajeros, por 
cualesquiera vía. En esa nación, los fallos han sido muy numerosos y reiterativos: el 
transportista debe conducir a pasajero sano y salvo al lugar de destino. 
En nuestra legislación según Abeliuk35, no cabe duda que en el contrato de transporte 
existe para el acreedor esta obligación de seguridad; el artículo 2015 lo señala 
expresamente: “el acarreador es responsable del daño o perjuicio que sobrevenga a la persona por la 
mala calidad del carruaje, barco o navío en que se verifica el transporte”, responsabilidad que se ve 
                                                 
35 ABELIUK MANASEVIC, René. “Las Obligaciones”. Editorial Jurídica de Chile, Santiago 1993, Nº 




confirmada por el artículo 207 inciso 2 en relación con el artículo 171 del Código de 
Comercio. 
Esta obligación de seguridad, cuya máxima trascendencia incide en el contrato de 
transporte, también se señala  doctrinariamente que existe en el contrato para el uso de 
aparatos mecánicos en ferias de diversiones, en el hospedaje, en la enseñanza de la 
equitación, manejo de vehículos, entre otros. 
 
3.4 Responsabilidad Profesional: 
Si un profesional, médico, abogado, dentista o ingeniero, entre otros, en el desempeño 
del cargo que se le ha otorgado causa por culpa o dolo un daño a quien le encargó sus 
servicios, la responsabilidad que le cabe es evidentemente contractual. 
Si el daño lo ocasiona  un tercero ajeno (como sería en el caso que un abogado bajo su 
sola firma injuria a la contraparte), o sin que haya mediado contrato de prestación de 
servicios la responsabilidad es extracontractual. También los será respecto de los 
perjuicios que, por ejemplo, la muerte del paciente por negligencia médica, y otras, 
ocasione a personas que vivían a expensas de la víctima. 
 
Finalmente, en el caso de servicios prestados a través de organismos públicos o privados, 
como son os hospitales, la responsabilidad del profesional respecto al que recibe el 
servicio es contractual pues se considera que ha existido una estipulación (artículo 1449), 
entre el respectivo establecimiento y el profesional, a favor del enfermo. 
Así expuesto el problema, parece estar de acuerdo con los principios generales de la 
responsabilidad, pero en la práctica conduce al absurdo de considerar, por ejemplo, que 
si al médico se le muere un paciente, si el abogado pierde un juicio, se les presume la 
culpa, porque tal es la norma en materia de responsabilidad contractual. De ahí una 
notoria tendencia en la doctrina a considerar al profesional afecto a responsabilidad 
extracontractual a fin de esquivar el absurdo apuntado. La teoría de las obligaciones de 
medio y de resultado soluciona muy adecuadamente el problema. 
4. Cúmulo u opción de Responsabilidades 
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Este problema tiene dos posibles enfrentamientos: 
Por un lado, determinar si es posible que la víctima del incumplimiento pueda cobrar a la 
vez indemnizaciones por las vías contractual y extracontractual; el hecho es en sí mismo 
un incumplimiento, pero al mismo tiempo reúne los requisitos del hecho ilícito. En tal 
sentido en que propiamente puede hablarse de acumulación, en forma casi unánime se 
rechaza la posibilidad de unir las dos responsabilidades para el cobro de doble 
indemnización, y sólo en Suiza se la suele aceptar a fin de procurar a la víctima una 
íntegra reparación. 
Mas propiamente, el problema se concibe como una opción de la víctima; si el 
incumplimiento inviste a la vez el carácter de un hecho ilícito por concurrir los requisitos 
propios de éste, ¿podría la víctima, según le fuere más conveniente, cobrar los perjuicios 
conforme a las reglas de la responsabilidad contractual o extracontractual a su elección? 
Así, por ejemplo, el pasajero conducido por una empresa podrá cobrar a esta conforme a 
la responsabilidad contractual por la obligación de seguridad ya señalada, y así 
favorecerse de la presunción de culpa del demandado, o demandarla conforme a los 
artículos 2314 y siguientes, y así por ejemplo, poder cobrar daños imprevistos o sin 
discusión posible los morales. 
Dicho de otra manera, se trata de saber si el demandante podría decir que, según el título 
XXXV del Libro IV, todo daño que revista los caracteres de delito o cuasidelito civil, 
obliga a indemnizarlo conforme a dichas disposiciones, y en consecuencia, cobrarlos de 
acuerdo a ellas, dejando a un lado las que gobiernan la responsabilidad contractual. 
Según estima Abeliuk36 se trata de un falso problema porque no hay cúmulo, esto es 
acumulación de responsabilidades, sino que opción entre ellas, y más limitadamente aún, 
posibilidad de abandonar la responsabilidad contractual para asilarse en la delictual. El 
cúmulo se produce en el hecho mismo, que es considerado a un tiempo como 
incumplimiento imputable y hecho lícito. 
Agrega también, que es un falso problema, porque resulta evidente que si el legislador, a 
falta de estipulación de las partes, ha reglamentado la responsabilidad del deudor por el 
incumplimiento, dichas normas (de la responsabilidad contractual) son las que deben 
                                                 
36 ABELIUK, René, ob. cit., Nº 935, p. 767. 
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aplicarse y no otras. Es la opinión predominante en la doctrina y jurisprudencia, tanto 
nacional como extranjera. 
Ello no impide, naturalmente, que un mismo hecho pueda generar responsabilidad 
contractual respecto del acreedor (daños a éste) y responsabilidad extracontractual hacia 
otras personas, por los perjuicios personales que el incumplimiento les ha ocasionado 
(por ejemplo los parientes que vivían a expensas de un accidente); ni tampoco es 
obstáculo para que entre las mismas partes puedan darse coetáneamente 
responsabilidades contractuales y extracontractuales, como el vendedor que debiendo la 
entrega del vehículo, atropella con el mismo al acreedor. 
Alessandri y la jurisprudencia señalan dos casos de excepción en que el demandante 
podría elegir entre demandar la responsabilidad contractual y extracontractual:  
1° Si las partes lo han convenido. 
En ello no hay nada excepcional a las reglas de la responsabilidad contractual, porque las 
partes pueden modificar las normas legales supletorias como estimen conveniente, y si 
están facultadas para hacer aplicables una por una todas las soluciones de la 
extracontractual, con mayor razón para hacerla aplicable íntegramente o darle opción al 
acreedor. 
2° Cuando la infracción al contrato constituye típicamente un delito o cuasidelito penal, 
como ocurre en los casos del artículo 470 N° 1 y 491 del Código Penal, porque  -se dice-
de todo delito nace la acción penal para el castigo del culpable, y puede nacer una civil 
para obtener la indemnización establecida por la ley a favor del perjudicado (artículo 10 
del Código Procesal Penal (antes de la reforma de la Ley 18.857). 
5. Teoría de la unidad de Responsabilidad Civil 
Sobre la base de la distinción romana de las fuentes de las obligaciones, recogida en el 
artículo 1437, el estudio de la responsabilidad civil ha sido divido históricamente en dos 
grandes estatutos: la responsabilidad contractual y extracontractual. Según la opinión 
mayoritaria, ambos pertenecen a esferas distintas; así, mientras la responsabilidad 
contractual se origina en el incumplimiento de un contrato, la segunda tiene su fuente en 
un hecho que ocasiona un daño, sin que exista un vínculo previo entre el autor de ese 
daño y la víctima. 
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Sin embargo, ambos estatutos de responsabilidad comparten un objetivo en común: dar 
lugar a una acción civil de indemnización de prejuicios, que persigue la reparación 
pecuniaria de los daños sufridos por el hecho de un tercero. Por ello parte de la doctrina 
comparada ha sostenido que la responsabilidad civil debe ser tratada bajo un estatuto 
único. 
Esta teoría reconoce diferentes graduaciones entre los autores, pero tiende 
fundamentalmente a equiparar ambas categorías de responsabilidad, considerando que 
siempre representan una actuación contraria a derecho que da origen a la obligación de 
indemnizar los perjuicios que ocasiona la contravención. 
Se funda en varias argumentaciones que pueden sintetizarse: 
5.1 Responsabilidad civil como fuente de las obligaciones. 
Si bien en la responsabilidad contractual, las partes estaban unidas previamente por un 
vínculo jurídico: una obligación, la que nace del incumplimiento constituye una nueva, la 
de indemnizar los perjuicios, que es la misma que a su vez origina el hecho ilícito. 
Aquí se diversifican las opiniones, porque algunos llegan al extremo de considerar que el 
incumplimiento no sería sino una categoría dentro de los hechos ilícitos, una especie de 
éste género, porque reúne los caracteres de tal: acción u omisión dolosa o culpable que 
causa daño. 
Para Planiol, la asimilación entre ambas responsabilidades se produciría, en cambio, 
porque en la extracontractual también existe una obligación legal infringida, cual sería no 
actuar imprudentemente, no lesionar, no robar, y su vulneración haría nacer la obligación 
de indemnizar los perjuicios, tal cual ocurre con el quiebre de un compromiso 
contractual. Esta posición no ha prosperado porque, como dice Abeliuk37 se trata 
normalmente de deberes de conducta de carácter jurídico (y de ahí que su infracción se 
sancione) y no propiamente de obligaciones en el sentido técnico de los créditos; para 
tener esta categoría le faltan elementos estructurales indispensables: sujetos 
determinados y prestación también precisa. 
Por ello es más comúnmente aceptada la posición que considera que hechos ilícitos e 
incumplimiento son ambos manifestaciones de una actuación contraria al derecho, y 
                                                 
37 ABELIUK, René., ob. cit., Nº 937, p. 769 
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sancionados civilmente con el resarcimiento del daño ocasionado; esta obligación nace 
con el hecho ilícito o la infracción del contrato, y en este último caso pasa a sustituir  a la 
obligación propia de éste. 
Se ha replicado que ello no es efectivo, porque desde luego la indemnización moratoria 
no viene a sustituir a la obligación anterior, sino que coexiste con ella; y enseguida, 
porque el incumplimiento no da necesariamente lugar a esta transformación de la 
obligación sino cuando el cumplimiento en naturaleza deja de ser posible. Si puede 
obtenerse aun el cumplimiento, se dará lugar a este forzadamente, y podrá proceder, 
además a la indemnización moratoria. El cumplimiento no ha dado necesariamente 
nacimiento a una obligación nueva, como ocurre en el hecho ilícito. 
Para Abeliuk el argumento esgrimido contra la teoría unitaria en base  a la indemnización 
moratoria no es válido, porque justamente ella no existía antes: nace con el 
incumplimiento, y por el otro lado ella, unida al cumplimiento forzado o la 
indemnización compensatoria, integran la obligación no cumplida oportunamente. 
 
5.2 Identidad de elementos fundamentales 
Ambas responsabilidades suponen elementos comunes; sus presupuestos de existencia 
son los mismos: una acción u omisión imputable al causante del daño, la existencia de 
éste y la relación de causalidad entre la conducta del responsable y el perjuicio de la 
víctima. 
Dentro de estos elementos, el dolo es reconocidamente uno mismo siempre que se 
presente; pero esta doctrina ha tropezado con dos diferencias fundamentales en la culpa: 
su graduación y presunción en la responsabilidad contractual. 
Sin embrago Abeliuk señala que el problema de la graduación (por mucho que el código 
civil en el artículo 44 haya tratado de precisarla) es bien relativo, y en la práctica la 
tendencia actual es permitir al juez la calificación de si ella ha concurrido, lo que en 
definitiva ocurre aun en legislaciones que admiten la división como la nuestra. 
En cuanto, a la presunción de culpa, también se tiende a equiparar ambas 
responsabilidades, mediante la teoría de las obligaciones de medios en que es necesario 




Por último, la doctrina de responsabilidad objetiva y su aceptación en ciertos casos, 
igualmente exime a la víctima de probar la culpa en materia extracontractual. 
 
5.3 Accesoriedad de las restantes diferencias 
Todas las demás distinciones entre ambas categorías de responsabilidad son de cuantía 
menor: ellas existen, y por ello siempre deberá darse una reglamentación especial, pero 
no alcanzan a darle una distinta naturaleza, e incluso tienden a atenuarse, como ocurre 
con la aceptación del daño moral en materia contractual, y de las cláusulas limitativas o 
eximentes de responsabilidad en la extracontractual. 
Hoy es difícil sostener que la responsabilidad civil no es una sola, pero dividida en dos 
grandes capítulos: el de la contractual por un lado y el de la extracontractual por el otro. 
Con normas comunes para ambas y especiales para cada una. Ya no se justifica en forma 
alguna la reglamentación separada e integral de la mayoría de los códigos, y en cambio es 
lógico el método del código alemán, que trata la responsabilidad en conjunto con los 
artículos 249  y siguientes, y luego da normas especiales para cada una de sus especies: 
artículos 276 y 823 para la contractual y extracontractual, respectivamente. 
 
6. Teoría de la Unidad en la legislación Chilena 
Con la excepción de Claro Solar, quien tampoco acepta plenamente dicha teoría, los 
autores nacionales y la jurisprudencia rechazan la doctrina de la unidad de la 
responsabilidad civil. 
En efecto, el código distingue claramente ambas responsabilidades, como que las trató 
tan separadamente y en forma integral cada una de ellas. Enseguida ninguno de los 
postulados fundamentales de esta teoría puede aceptarse en nuestra legislación. El 
incumplimiento no es fuente de una nueva obligación, desde luego porque no se 
encuentra enumerado entre ella los artículos 1437 y 2284, y enseguida porque para el 
código cuando el incumplimiento natural ya no es posible, la obligación no se extingue, 




Por último, la indemnización de perjuicios deriva evidentemente del contrato; el deudor 
debe indemnizar porque infringió la obligación que él le impuso. 
7. Breve análisis jurisprudencial y doctrinario acerca del daño moral en Chile y 
Derecho comparado 
En principio todo daño, ya sea material o inmaterial, debe ser indemnizado siempre que 
concurran los requisitos correspondientes. Pero en la práctica se presentan  
inconvenientes para determinar la indemnización del daño moral, limitando la acción a 
aquellas causales en que hay una fuerte presunción de que se ha sufrido efectivamente un 
perjuicio de esta especie o, más aún, cuando se ha comprobado que tal daño existe. 
En la jurisprudencia de Chile existen fallos interesantes acerca de cómo se expresa la 
indemnización del daño moral; 
1.- Existe una demanda que se interpone entre dos empresas, una de ellas es la Empresa 
de los Ferrocarriles del Estado y se cobran los perjuicios físicos y pecuniarios que sufre 
el demandante y su hija, quien a consecuencia de los duros golpes que recibe en la 
cabeza queda marcada en la frente y en la parte                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                               
marcada en la frente y en parte desfigurada. El actor cobra por este perjuicio la 
correspondiente indemnización. 
En el considerando séptimo de dicha sentencia, el actor argumenta “Que estando obligada la 
empresa a pagar daños y perjuicios, deben estimarse como tales no sólo las expensas que hizo el 
demandante para el pago de honorario y otros gastos, sino también el valor de sus equipajes y alhajas, y 
especialmente la indemnización debida por la deformidad indeleble que la catástrofe dejó en el rostro de 
la menor doña Laura según consta del informe de fs. 18; deformidad que tratándose de una niña es más 
grave que el impedimento de miembros, pues coloca en situación de no poder aspirar sin temores y 
zozobras a un brillante porvenir a que debe atenderse como una compensación eventual de la falta de 
recursos que aquél le depara”. Por dichas consideraciones se da lugar a la demanda38. 
 
                                                 





 En materia de responsabilidad extracontractual sin daño no habrá indemnización por lo 
que este perjuicio o menoscabo constituye la pieza fundamental en materia de 
responsabilidad. En doctrina no se ha discutido acerca de qué se entiende por daño, sino 
más bien de cuál es el límite del daño indemnizable, ya que por un lado se sostiene que 
se debe indemnizar la lesión o pérdida de un derecho y por otro lado se ha entendido en 
un sentido más amplio que se debe indemnizar toda pérdida o detrimento que sufre la 
persona o sus bienes. 
 
Para que exista efectivamente un daño extracontractual se configuran una serie de 
intereses o derechos que se ven afectados, y el problema del daño moral tal como sucede 
con en el daño patrimonial, es lograr determinar cuáles son los límites de éste. 
 
Aquellos derechos o intereses que se ven afectados por el daño moral en Chile son 
principalmente los atributos de la personalidad (nombre, domicilio, estado civil, 
nacionalidad, honor y honra), y también aquellos intereses que se relacionan con la 
integridad física o psíquica de un individuo. 
 
De tal manera que en nuestro sistema jurídico se realiza a través de variados principios, la 
determinación del daño moral o extracontractual, siendo relevante indagar en base a cuál 
de dichos fundamentos se determina. En Chile, el vínculo de causalidad y la efectividad 











Y es actualmente que en derecho comparado se ha aceptado denominar dicho daño 
como perjuicio no patrimonial o daño extracontractual, debido a que se intenta alejar la 
expresión “moral” del daño y así establecer la diferencia de los perjuicios patrimoniales. 
Ya que ambos son perjuicios completamente autónomos a pesar de que puedan ser 
originados por un mismo hecho. 
 
De esta manera el juez en su sentencia no se basa para determinar el monto de la 
indemnización del daño moral en relación con la cantidad concedida por el daño 
patrimonial. Por lo mismo en derecho comparado, la mayor parte de la doctrina española 
establece que el daño moral se debe entender en atención a la lesión de las facultades que 
comprende el derecho moral y siendo aquella parte minoritaria de la doctrina que señalan 
que lesionar valores inmateriales no implica necesariamente daños morales.39  
 
Al igual que los argumentos que sostiene la Corte Suprema en Chile para indemnizar el 
daño moral, constituye gran importancia esclarecer los motivos por los cuales el juez 












                                                 
39 BARRIENTOS ZAMORANO, MARCELO, “Del Daño Moral Al Daño Extrapatrimonial”, en Revista Chilena 
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